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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Fiscalía contra el fallo absolutorio proferido el pasado veintinueve (29) de enero de 2007.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el pasado seis (6) de febrero de 2006, a eso de las 2:30 p.m., en la calle 19 bis No 6-60 de esta ciudad, el señor  ARMANDO ESCOBAR en su condición de portero del edificio Davivienda, discutió con JUAN CARLOS ORTIZ -vendedor de minutos de celular en el sector-, y a consecuencia de ello resultó lesionado este último con incapacidad médico legal definitiva de quince (15) días sin secuelas.
1.2.- Por esos hechos, la Fiscalía Delegada ante los Jueces Penales Municipales, imputó cargos al señor ESCOBAR como autor material de la conducta de LESIONES PERSONALES DOLOSAS que consagra el Código Penal en sus artículos 111 y 112 inciso 1º, los cuales NO ACEPTÓ.
1.3.- La actuación siguió su curso normal con formal escrito de acusación, a consecuencia de lo cual el asunto pasó al Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento encargado de llevar a cabo las audiencia de Acusación, Preparatoria y Juicio Oral, a cuyo término la funcionaria a quo anunció una sentencia de carácter absolutorio. Los sustentos de la misma fueron en concreto: i)  La delegada Fiscal no logró demostrar que las lesiones personales que padeció la víctima hayan sido ocasionadas con dolo (conocimiento más voluntad). La intención no era la de causar lesión física a JUAN CARLOS ORTIZ; ii) Es indudable que el señor ESCOBAR le había solicitado a ORTIZ BEDOYA que se alejara del lugar (las escalas del edificio) en donde permanecía vendiendo minutos de celular. Ante la renuencia, el primero acudió a las autoridades de policía para que lo investigaran a petición de los allí residentes y porque obstaculizaba el ingreso; iii) Al revisar lo dicho por los testigos en el juicio, advierte que la víctima se sostiene en la acusación, consistente en que al no quererse ir del lugar, aquél le pegó un puño en la cara; empero, el resto de testigos: ALBERTO CIFUENTES y REYNALDO NARANJO, también vendedores ambulantes, ya no son tan claros al sostener haber visto el instante del golpe, simplemente que ARMANDO le dijo a JUAN CARLOS que se fuera de allí y de un momento a otro JUAN CARLOS resultó “votando sangre por la nariz”, a lo cual manifestó que iba a denunciar. Lo anterior, no obstante que en las entrevistas habían dado todos los pormenores de este asunto. Por su parte, la defensa presentó en juicio al inculpado, quien relata algunas situaciones conflictivas del aquí denunciante con residentes del edificio (entre ellos el señor Procurador Judicial Dr. Nelson Pérez Gómez), a consecuencia de lo cual le pidió que desalojara las escalas porque impedía el ingreso, y aquél “se hizo a un lado”, pero fue bastante brusco pues lo trató de lambón y sapo. Esto, le da pie para pensar que: “el acusado refleja ser una persona ecuánime, correcta y sus dichos de suficiente credibilidad”. 
De todo ello la Juez a quo extrae como conclusiones: i) sólo obran los testimonios de víctima y victimario, no hay más testigos presenciales del momento de la lesión, sólo “de las circunstancias antecedentes del suceso”; así las cosas: “los testimonios no corroboran la versión del ofendido” y son contradictorios con las entrevistas rendidas por ellos ante el investigador; ii) de haber sucedido los hechos como los narra el ofendido, las lesiones hubiesen sido de mayor gravedad por la contextura física del acusado frente a la del afectado; además, lo hubiese hecho “desde mucho tiempo atrás”; iii) la intención sólo fue la de “despejar la entrada del edificio”, en consecuencia: “al momento de ingresar personas a éste, pudo haber sido empujado al poste y golpearse, sin intervención del acusado, pues se trata de un sitio muy concurrido por vendedores y transeúntes”.
1.4.- La delegada Fiscal no compartió en manera alguna la conclusión final absolutoria proferida por el despacho, razón por la cual interpuso recurso de apelación y es la razón para que los registros hayan sido remitidos a esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate 
2.1.- Fiscal
Promueve la controversia en los siguientes términos:

- La señora Juez no valoró los testimonios de cargo en sana crítica, de conformidad con las reglas de la experiencia y en conjunto, pues de ellos se extrae con suma claridad que el aquí imputado bajó las gradas y le dio un puñetazo a quien aparece como ofendido en su rostro, a consecuencia de lo cual se golpeó el cráneo contra la pared y de allí se derivó una incapacidad médico legal de quince (15) días. En esa posición incomprensible, desechó incluso la versión de la propia víctima.
- No se requiere pluralidad de testimonios, basta uno sólo para establecer lo pertinente; pero obviamente a la conclusión deseada no se llega si se omite la valoración racional que el caso exige, dentro de sus particulares circunstancias de tiempo, modo y lugar.
- Esos deponentes son personas sanas en sus sentidos, los cuales estaban en plena capacidad para testificar lo atinente a este caso; incluso, tienen la virtud de ser trabajadores cercanos al lugar de los hechos, lo que enseña que estaban en ópticas condiciones de exponer lo realmente ocurrido.
- No es verdad que exista contradicción en sus dichos como lo refiere la señora Juez, pues lo único que es válido aquí, al decir de las disposiciones procesales vigentes, es lo expresado por ellos dentro del acto de Audiencia Pública. Lo aseverado con anterioridad en sus entrevistas ante la policía judicial, no debe tenerse en cuenta porque no constituyen pruebas, ni siquiera fueron contrainterrogados en ese sentido, no se presentó objeción alguna durante el juicio, luego entonces, no hay lugar a desestimar los testimonios por esta vía. Pero además, estima que por el simple hecho de que varias deponencias no coincidan, no significa que entonces deban descartarse todas de plano, cuando lo que al Juez corresponde es hacer un análisis comparativo para determinar qué es creíble y qué no. Tampoco, a su modo de ver, hubo retractación, pues para ello se requiere la existencia de dos testimonios contrapuestos y aquí solo existe el rendido por cada uno de ellos en el juicio. En momento alguno quisieron engañar, obraron de buena fe y siempre fueron sinceros.
- Sorprende que la funcionaria a quo encuentre más sustento en el dicho del acusado, pues si se mira bien, su relato está diciendo que sí existieron esos motivos para proceder en contra de la víctima. Incluso aquí cabe el apotegma según el cual: “justificación no pedida, culpabilidad manifiesta”; pues el imputado sostuvo que en el edificio existen persona importantes que no querían ver al aquí afectado por ese lugar, situación que lleva a pensar en su marcado interés en evitar a toda costa su presencia -existía una marcada prevención y por eso solicitó a la policía que lo requisaran y verificaran antecedentes-. Adicional a ello, la defensa no allegó ninguna prueba adicional para desvirtuar la contundencia de los cargos.
- El puñetazo sí existió, de eso no puede caber la menor duda; igualmente, quedó establecida la consecuencia de ese golpe de conformidad con el dictamen médico legal.
2.2.- Defensor
Solicita del Tribunal la confirmación del fallo absolutorio, porque a su entender la titular del despacho cognoscente actuó correctamente. Basta observar, a su juicio, que las pruebas testimoniales que sirvieron de soporte a la teoría del caso por parte de la Fiscalía, no resultaron contundentes en orden a establecer la forma como se desarrolló este episodio violento.
Esos testigos dijeron haber observado el momento mismo en que la agresión se produjo; sin embargo, en ese punto esencial no fueron persistentes habida consideración que una cosa expusieron en la entrevista ante los organismos de investigación y otra vinieron a decir en la audiencia del juicio oral.
No es verdad que  la Juez de primer grado haya desconocido las circunstancias de tiempo, modo y lugar; lo que ocurre es que la Fiscalía no pudo desvirtuar la presunción de inocencia como corresponde. En síntesis, no hubo la plena prueba que establece el artículo 381 C.P.P.

Llama la atención acerca de que si bien las entrevistas no son pruebas en sí mismas consideradas, si sirven de referencia para la determinación final. 

3.- La Decisión

El tipo penal que convoca a la Sala, se contrae al de LESIONES PERSONALES dolosas con incapacidad inferior a treinta (30) días que describen los artículos 111 y 112 inciso 1º del Código Penal. Ese hecho externo que da vida jurídica al injusto penal, no es materia de discusión, todos lo dan por cierto incluida la señora Juez de primer grado, muy a pesar de ser su fallo de carácter absolutorio.
El punto neurálgico consiste en la demostración acerca de si fue o no fue ARMANDO ESCOBAR, aquí acusado, quien propinó el golpe en el rostro del denunciante con intención de lesionar. Sobre el particular, encuentra esta Corporación que el fallo de primer nivel se contradice o al menos es confuso acerca de ese tema específico, porque en algunos apartes se sostiene que: “la delegada fiscal no logró comprobar que las lesiones personales que padeció la víctima hayan sido ocasionadas con intencionalidad por el acusado (…), la intención del señor Armando Escobar no fue la de causar lesión física a Juan Carlos Ortiz”, y más adelante agrega: “Ante la ausencia de prueba que corrobore lo sucedido, se generan dudas en la intencionalidad del acusado en lesionar al señor Juan Carlos…”. Muy a pesar de lo anterior, la sentenciadora da crédito a la versión del acusado en juicio cuando sostiene que: “en ningún momento le pegó a Juan Carlos”, pero a su vez concluye que: “…pudo haber sido empujado al poste y golpearse, sin intervención del acusado…”. Siendo así, se pregunta el Tribunal de entrada: ¿qué es lo que concretamente entiende la señora Juez que sucedió en este episodio?, ¿considera que el acusado sí golpeó a ORTIZ BEDOYA pero sin intención de lesionar, o que realmente no lo golpeó como lo aseguró el acusado en su exposición en juicio?, y la situación es extraña porque no se puede sostener al mismo tiempo ambas cosas, son elucubraciones incompatibles, irreconciliables, o es lo uno o es lo otro, pero no las dos cosas al mismo tiempo. Era necesario definirse, o fue él pero no lo hizo con intención de herir, o fueron otras personas aún indeterminadas quienes lo empujado al poste “sin intervención del acusado”. 
Para el Tribunal, existe un punto de partida insoslayable en el análisis de este caso y que admite la señora Juez que absuelve por estar totalmente claro, no otro que entre ESCOBAR y ORTIZ ya se tenía un problema creado, como quiera que le había hecho sabedor de no estar a gusto con su presencia; pero además, que precisamente el día de este lamentable insuceso, sobrevino el reclamo para que se fuera del lugar con los consabidos resultados. De eso no podemos tener la menor duda. 
Ahora bien, el problema probatorio que dice encontrar la a quo a todo esto y por lo cual absuelve, consiste en que los testigos de cargo no corroboraron el dicho de la víctima por cuanto a último momento no dicen haber observado el preciso instante en que aquél le da el golpe en el rostro a JUAN CARLOS ORTIZ. Muy a pesar de ello, la misma funcionaria del conocimiento reconoce que esos testigos sí nos hablan de todas las circunstancias precedentes y posteriores a ese específico instante, incluido por supuesto que el celador ARMANDO ESCOBAR efectivamente lo echó del lugar y a continuación vieron a JUAN CARLOS botando sangre por la nariz y afirmó que lo iba a denunciar. 

Nos preguntamos entonces: ¿si no fue ARMANDO ESCOBAR quien golpeó a JUAN CARLOS ORTIZ, entonces quién?, ¿acaso el hecho de que los testigos confirmantes no describan el preciso instante del golpe en la cara, es situación suficiente para no creer en las aseveraciones, claras, contundentes y directas que hace la víctima en contra del aquí involucrado? Para esta colegiatura, esos testigos directos del hecho, que dan a conocer situaciones periféricas comprometedoras para el acusado, en momento alguno se contraponen al relato del ofendido, antes bien, sirven para indicar que está diciendo la verdad y que en efecto fue el señor ESCOBAR y ninguno otro el responsable del lesivo resultado. 
El hecho de que ARMANDO ESCOBAR en su intervención en juicio pretenda soslayar que fue él quien golpeó o empujó al señor JUAN CARLOS, al decir que simplemente le pidió un permiso para que se hiciera a un lado porque en ese momento el lugar estaba “aglomerado de gente”, no es situación que tenga que ser atendida ciegamente, aún en contra del testimonio de la víctima. Mucho menos, cuando la explicación defensiva es en sí misma inverosímil, pues obsérvese que él reconoce que segundos antes le exigió a ORTIZ BEDOYA que se fuera de allí y aquél se negó a hacerlo; pero además, que en esta ocasión el obligado a irse “fue bastante brusco y lo trató de lambón y sapo”. 
El contenido de la actuación, por tanto, enseña de fondo algo más que una simple discusión ocasional entre un celador y un vendedor ambulante. Se trata de una disputa entre personas que ya estaban predispuestas al enfrentamiento. En efecto, el portero ARMANDO ESCOBAR ya le había advertido al vendedor de minutos celulares ORTIZ BEDOYA, que se tenía que ir de ese sector, a lo cual éste siempre se negó. Fue precisamente esa negativa, lo que desencadenó el ataque violento del vigilante, quien propinó un puñetazo en el rostro de ORTIZ afectando su nariz y de pasó empujó su cabeza hacia atrás hasta golpearse con un muro, momento en el cual recibió la lesión que dio lugar a la incapacidad.
Recuérdese que la pericia médico legal nos habla precisamente de los dos resultados lesivos, uno en zona nasal y otro en el cráneo. Del contenido de ese dictamen se extrae: 

El paciente refirió “lesiones secundarias a agresión por parte de un conocido quien lo golpeó en la cabeza”; presenta al momento del examen: “1. herida de 0.6x0.5 cm con bordes irregulares cubierta parcialmente con costra hemática asociada a edema en región parieto temporal derecha; 2. Leve edema del tercio superior del dorso nasal sin crepitación. CONCLUSIÓN: mecanismo causa, contundente. Incapacidad médico legal definitiva: quince (15) días, sin secuelas.

Como se aprecia, todo desde un comienzo era indicativo que ninguna otra persona diferente al citado celador tenía interés en agredir al vendedor ambulante y sólo entre ellos se presentó ese problema para el momento y lugar ya conocidos. No hay forma de pensar que la víctima está confundida respecto a quién fue su agresor. Tampoco cabe pensar que los testigos presenciales se equivocaron con respecto a quién fue la persona que tuvo el problema con el lesionado.  
La denuncia que activó esta investigación, contiene un señalamiento directo y contundente en contra del imputado. Allí se expresa que desde hacía cuatro (4) meses ORTIZ BEDOYA laboraba en vía pública de ese sector, y que el citado celador siempre lo ha tratado como si fuera un “sospechoso de algún delito”. Lo venía agrediendo de palabra y ese día lo hizo de obra, le pegó con la mano en su cara, retrocedió y se dio contra el muro en la cabeza. No quiso hacerle caso a sus amenazas porque eso ahí es espacio público y consideraba que tenía derecho a permanecer como cualquier ciudadano.
Conclusión: 
No creemos que la señora Juez haya hecho una valoración acertada en su decisión, por el contrario, lo que se extrae del conjunto probatorio, como lo ha venido sosteniendo el ente Fiscal, es que ARMANDO ESCOBAR ya tenía una orden dada por los inquilinos de ese edificio en el sentido de procurar que este vendedor no frecuentara el lugar; para ello, constantemente le exigía su retiro y en esta ocasión las cosas se fueron a más por la reacción o indisposición que tenía JUAN CARLOS ORTIZ. De ese modo, sobrevino la confrontación con el lamentable resultado. Los registros no permiten llegar a una conclusión diferente. 
Ese resultado se lo representó el aquí imputado y lo asumió como propio, esto es, quería producirlo. Por demás, existe un nexo causal indiscutible entre el golpe ocasionado y los resultados a los que hace referencia la pericia. No hubo rompimiento en la cadena causal. Se quería lesionar y en efecto se lesionó.
Hasta aquí, podría decirse que hay lugar a cerrar el caso para proceder a la revocación; sin embargo, existe una discusión bien delicada con unos alcances jurídicos muy significativos, acerca de los cuales no desea pasar inadvertido el Tribunal. Se trata de la confrontación: testimonios vs. entrevistas, tema que ha adquirido importancia habida consideración a que los testigos de cargo no dijeron en el juicio todo lo que en entrevista a los investigadores se atrevieron a mencionar en contra del acusado, muy particularmente, lo concerniente al preciso instante del golpe. A raíz de eso, la defensa, secundada por la Juez de conocimiento, sostuvieron que los testimonios en juicio perdían credibilidad al no ser totalmente coincidentes con las entrevistas; en tanto, la delegada Fiscal confronta esa tesis por cuanto lo que tiene valor en síntesis es lo sostenido por ellos en el juicio y que en realidad no se puede hablar de contradicción alguna, no sólo porque los testimonios no fueron objetados mediante un contrainterrogatorio por la contraparte, sino porque en realidad no existe contradicción entre lo vertido en el juicio y el contenido de las entrevistas.
A todo esto la Sala responde:

Las entrevistas no son ni por supuesto poseen el valor de elementos materiales probatorios o evidencia física, ni pueden ser avalados como tales para efectos de sustentar un fallo de condena, como podría pensarse de una descontextualizada lectura del artículo 275 de la nueva codificación. Lo anterior, salvo las aclaraciones que más adelante se indicarán.
El autor Chiesa Aponte
, trae la entrevista de potenciales testigos como uno de los múltiples medios para impugnar la credibilidad y expresa que ellos son sólo ilustrativos para efectos de realizar la llamada “impugnación por contradicción”. 

En nuestro medio, el valor que tienen las entrevistas, al igual que las declaraciones extrajuicio, es bien diferente al de un verdadero medio probatorio, y para conjurar cualquier polémica al respecto aparece el artículo 347 de la Ley 906 de 2004, que sólo les confiere la posibilidad de servir como medios de impugnación de credibilidad, pero sin alcanzar la categoría de elemento probatorio. Textualmente esa disposición reza: “Cualquiera de las partes podrá aducir al proceso exposiciones, es decir declaraciones juradas de cualquiera de los testigos llamados a juicio, a efectos de impugnar su credibilidad. La Fiscalía General de la Nación podrá tomar exposiciones de los potenciales testigos que hubiere entrevistado la policía judicial, con el mismo valor anotado en el inciso anterior, si a juicio del fiscal que adelanta la investigación resultare conveniente para la preparación del juicio oral (…) No obstante, la información contenida en ellas no puede tomarse como una prueba por no haber sido practicada con sujeción al contrainterrogatorio de las partes.
Lo que acontece con este tipo de entrevistas, sería asimilable a lo que ocurre con los llamados “escritos para refrescar la memoria”, que también pueden ser usados por las partes para ponerlos de presente a quien declara, y con respecto a los cuales el autor citado hace la siguiente observación: “Adviértase, que cuando un testigo testifica valiéndose de un escrito para refrescar su memoria, lo que se recibe como prueba es el testimonio del testigo, y no el contenido del escrito para probar la verdad de su contenido. Tal uso del escrito constituye prueba de referencia, y su admisión está regulada por las reglas sobre prueba de referencia”. Recordemos de todas maneras y en ese mismo sentido, que en nuestro actual estatuto las pruebas de referencia sí pueden ser utilizadas como medios para impugnar credibilidad al tenor del artículo 440.

Resalta de lo hasta ahora dicho, que las partes deben estar preparadas para una correcta intervención
, haciendo uso precisamente de las actas o de las grabaciones de las entrevistas pero sólo como medios para impugnar credibilidad, que es diferente a pretender que se tengan como elemento material probatorio directo y por consiguiente con plena vocación para probar como se ha entendido.

No obstante, el Tribunal comprende que ante determinadas circunstancias, dado que una entrevista no suple el medio probatorio, sí puede llegar a aniquilarlo, y esto ocurre cuando el funcionario judicial, haciendo uso de su potestad valorativa, halla más crédito al contenido de una entrevista preconstituida que al testimonio rendido en juicio. Precisamente esta fue la conclusión a la que llegó en muy reciente fallo la Corte Suprema en Sala de Casación Penal, cuando expresó:
Véase cómo desde la perspectiva de la inmediación, el juez tiene en su presencia al autor del testimonio. Puede por ello valorar su cambiante posición frente a afirmaciones anteriores y también puede valorar lo manifestado al ejercer la última palabra, optando por la que en su convicción considere más fiable.

Es de concluirse por tanto, que no obstante no ser medio probatorio, las entrevistas sí juegan un papel significativo en el marco probatorio del actual procedimiento, dado que poseen un margen de persuasión importante y por eso reciben también el nombre de testimonios de refutación. Incluso, cabe recordar, la entrevista adquiere su mayor grado de poder demostrativo cuando se presenta el fenómeno del testigo NO DISPONIBLE, acerca del cual ya tuvo ocasión de referirse este Tribunal en decisión del catorce (14) de Julio de 2006, Rad. 660016000035-2006-00228-01, sin que sea el momento de hacer anotaciones al respecto por no ser el tema materia de este recurso.
En esos términos, la entrevista adquiere un papel relevante y hasta preponderante al momento de la definición de un específico caso. Precisamente por eso, a la introducción de las entrevistas en juicio, se le ha rodeado de los mismos presupuestos de validez y de garantías que los concernientes a los medios probatorios; v. gr., se exige que ellas no sean presentadas intempestivamente en el acto público con sorpresa para la parte contraria, sin haber tenido la oportunidad de solicitar su descubrimiento previo con posibilidades de confrontación en franca lid.

Del mismo modo, quien pretenda hacer uso de una entrevista como medio de refutación, debe agotar el procedimiento expresamente regulado en el artículo 347
 del C.P.P. de 2004 que a la letra expresa: “Las afirmaciones hechas en las exposiciones, para hacerse valer en el juicio como impugnación, deben ser leídas durante el contrainterrogatorio”. Y esa exigencia no es simplemente formal, tiene su esencia en la necesidad de permitir al testigo que se confronta que explique lo pertinente a efectos de contrarrestar la impugnación y aclarar la situación en apariencia anómala. Sus aclaraciones deben ser tenidas en consideración por el fallador al momento de estimar si existió o no alguna contradicción sustancial entre los relatos, y en caso afirmativo, cuál de esas manifestaciones le ofrece mayor confiabilidad.

De lo dicho se extrae, en esencia y para los efectos que aquí interesan, lo siguiente: 
i) La mera existencia de una entrevista debidamente descubierta y no excluida o inadmitida en las audiencias previas al Juicio, no da lugar a su valoración por parte del funcionario judicial, para que ese proceder sea factible, se requiere la presentación de esa entrevista en juicio como testimonio de refutación por la parte interesada al momento de contrainterrogar al testigo; lo cual exige el cumplimiento de unos requisitos previos, que tienen por finalidad permitir al testigo una explicación acerca de potenciales contradicciones, inconsistencias o incoherencias en sus dichos, lo mismo que a la contraparte intentar aminorar los efectos negativos a través de esa refutación en el redirecto.

ii) Al ser utilizadas dentro del Juicio con ese específico fin de oponerse a la veracidad del testigo, el fallador queda autorizado para realizar su trabajo de confrontación, antes no, pues sería tanto como suplir la inactividad de la parte interesada, impedir al testigo la posibilidad de salvar potenciales equívocos y desconocer a la contraparte la oportunidad que tiene de restablecer o recuperar la credibilidad de su testigo mediante el uso del redirecto.
Nos preguntamos entonces, si en el caso que se juzga la señora Juez a quo hizo bien al restar crédito al dicho de los testigos de cargo, incluida la propia víctima, bajo el argumento de haber declarado otra cosa al momento de ser entrevistados por la policía judicial. Consideramos que no fue afortunada su posición, por varios motivos: 

i) El hecho de no ser utilizado el contenido de esas entrevistas dentro del juicio por la parte interesada y el haberse pretermitido el trámite de rigor propio de ese medio de refutación, impide que esas entrevistas puedan ser tenidas en consideración por el fallador. Obrar en contrario, como aquí ocurrió, se convierte en factor sorpresivo que puede ser objeto de censura a través de los recursos. 

ii) En realidad, no hubo contradicción, pues en el testimonio en juicio no se niega lo que se dice en las entrevistas, simple y llanamente lo que salta a la vista es que en las iniciales exposiciones los declarantes fueron más abiertos, más expresivos, menos reticente a contar todos los detalles del insuceso; ¿por qué?, probablemente por temor a represalias o cosa parecida. Desafortunadamente, no se les preguntó a qué se debía ese relato recortado en el juicio, pues alguna explicación habrían podido ofrecer sobre el particular.
Así las cosas, por mucho que se diga que estas personas que acusan no fueron consistentes entre lo aseverado en entrevista y lo vertido en sus testimonios dentro del juicio, es lo cierto que sólo están llamados a ser tenidos en consideración por la judicatura estos últimos, dada la ausencia de una adecuada refutación y contrarrefutación. 
Por todo ello, asiste razón a la delegada Fiscal cuando insiste en el mayor valor de lo rendido en juicio por los deponentes de cargo y a ese contenido se circunscribe el Tribunal en la valoración de segunda instancia.
Adicionalmente, nótese algo bien importante: si de tomar en bloque, como pretende hacerse, todo lo estipulado por las partes (entrevistas y pruebas de referencia -que también son medios de impugnación-) a efectos de controvertir los testimonios en el juicio, entonces tendríamos que dar cabida también a lo referido ante los organismos oficiales por la administradora del edifico en donde se desempeña como celador del acusado, quien expuso que el acusado le contó que JUAN CARLOS no se retiró de las escaleras, le contestó mal y por tal razón le pegó; esa afirmación, estaría en contravía de lo aseverado por el acusado en la audiencia pública, cuando sostuvo que en ningún momento golpeó al señor ORTIZ .
Hasta aquí, no queda alternativa diferente a la de emitir una condena en disfavor del acusado ARMANDO ESCOBAR; empero, considera la Sala, en su caso hay lugar a reconocer un estado de ira en el obrar, habida consideración a lo siguiente: 

i) Sin dudarlo, el hoy imputado siempre tuvo en su mente la protección del lugar que le había sido asignado en su condición de vigilante. Las presiones en ese sentido eran evidentes y él quiso “poner orden” a lo se consideraba un desafuero, es decir, permitir que una persona extraña permaneciera en las gradas del edificio ejerciendo una labor que ameritaba un control oficial, no otra que la venta de minutos por celular. Estaba de por medio su propio cargo y la tranquilidad y seguridad exigidas por los moradores a quienes se debía en su oficio.
ii) Personalmente le había hecho varios llamados de atención en ese sentido a ORTIZ BEDOYA, con el fin de evitar futuros conflictos; incluso, pidió la colaboración de la policía para obrar en consecuencia, esto es, pedir los antecedentes de este personaje habida consideración a que se sospechaba de él por los inquilinos del edificio. No obstante, JUAN CARLOS ORTIZ hizo caso omiso de esas advertencias y persistió en permanecer en ese lugar a costa de lo que fuera.
iii) La situación no paró allí, pues precisamente el día del insuceso se presentó una nueva provocación de parte de ORTIZ BEDOYA, quien, no obstante saber lo que sobrevendría, volvió a irrumpir en el lugar indeseado con el propósito de molestar al celador ESCOBAR ya que se encontraba molesto por el registro policial. Como lógico desencadenamiento, sobrevino la reclamación esperada y a continuación el maltrato de palabra y de obra por parte de JUAN CARLOS hacia el celador ARMANDO, con los consabidos resultados.

De ese modo, consideramos que el justiciable debe hacerse acreedor a la diminuente de que trata el artículo 57 del Código Penal, en atención a que su accionar estuvo precedido de un comportamiento grave e injusto de parte de la víctima, y su reacción no fue excesiva a la provocación.
Como la decisión será revocatoria de la absolución y en reemplazo se impondrá condena, se pasará al análisis de la punibilidad y de los subrogados y/o sustitutos:
Pena a imponer: No es otra que la establecida en los artículos 111 y 112.1 de nuestro estatuto punitivo, incrementada de conformidad con el artículo 4º de la Ley 890 de 2004. Ante la inexistencia de causales de mayor punibilidad, corresponde fijar la sanción dentro del primer cuarto, e imponer el rango inferior habida consideración a que las circunstancias que rodean este caso no ameritan una dosificación mayor a la mínima establecida por el legislador. Así las cosas, la pena privativa de la libertad será equivalente a dieciséis (16) meses de prisión.
En atención al reconocimiento del estado de ira, la pena que en derecho corresponde es el equivalente a una sexta parte del mínimo ya referido, esto es: dos (2) meses y veinte (20) días de prisión.
De igual modo corresponde proceder en relación con la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, que será por el mismo monto de la pena privativa de la libertad.
Subrogado: Indiscutiblemente el justiciable se hace acreedor a la suspensión condicional de la ejecución de la pena, habida consideración a que todo esto acaeció en el desarrollo de su empleo como celador y aunque se excedió en su obrar, siempre quiso atender las sugerencias de los residentes en el edificio cuya custodia le fue encomendada. El reproche que corresponde es por tanto mínimo y no hay lugar a pensar que evadirá el cumplimiento de la sanción o que pondrá en peligro a la comunidad. 

Por lo anunciado, quedará sujeto a un período de prueba por el término de dos (2) años, previa suscripción de acta compromisoria en donde se obligará a cumplir las exigencias de que trata el artículo 65 del Código Penal. 
Perjuicios: Al no haberse anunciado en la primera instancia un sentido del fallo de carácter condenatorio, no hubo lugar al incidente de reparación de perjuicios. No obstante, ante este nuevo pronunciamiento por parte de la judicatura, se revive para el afectado el derecho a hacer efectiva su pretensión resarcitoria.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA el fallo objeto de recurso y en su lugar, 
FALLA

PRIMERO: SE CONDENA al señor ARMANDO ESCOBAR, de condiciones civiles y personales ya conocidas, como autor material de la conducta punible de LESIONES PERSONALES dolosas que define y sanciona el Código Penal en los artículos 111 y 112.1, cometidas en las circunstancias de tiempo, modo y lugar reseñadas, contra la humanidad del señor JUAN CARLOS ORTIZ BEDOYA, a la pena principal privativa de la libertad de dos (2) meses y veinte (20) días de prisión. 
SEGUNDO: SE CONDENA al mismo acusado ESCOBAR, a la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, por igual término a la pena principal.
Tercero: SE CONCEDE al sentenciado el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por un período de prueba de dos (2) años, de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia.
CUARTO: Ante esta nueva determinación, la víctima recobra el derecho a pedir la reparación de los perjuicios ocasionados con la infracción.
QUINTO: Comuníquese este fallo a las autoridades a las cuales se refiere el artículo 462 del C.P.P. de 2004.
La providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

  MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� CHIESA APONTE, Ernesto L., Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Editorial Forum, Volumen III, 1993, pgs. 441 y s.s.


� Recuérdese que si bien los mecanismos de impugnación de la credibilidad están dispuestos para ser utilizados al momento del contrainterrogatorio, también pueden llegar a ser indispensables durante el interrogatorio directo, tal como se dijo por esta Corporación en decisión del 3 de mayo de 2006, Radicado 6644060000682005-00092, con ponencia de quien ahora ejerce igual función.                


� C.S.J. Casación del 09 de Noviembre de 2006, Rad. 25738, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Cfr. Auto de 2ª Instancia, Rad. 660016000035-2005-01930-01 del 16-Feb.-2007, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.              
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